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Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1.280-5 del Código Civil ; 1, 2, 3, 18, 34, 37, 38,
41 y 129 y siguientes de la Ley Hipotecaria.

1. Se debate en el presente recurso sobre la inscripción en el Registro
de la Propiedad de una escritura de compra-venta otorgada en nombre
del vendedor por representante que invoca un poder en el que se le faculta
para vender bienes inmuebles, pero previéndose además que «a cada escri-
tura que se otorgue en base a este poder deberá acompañar una auto-
rización concreta del poderdante, con firmas legitimadas notarialmente,
en la que se especifiquen los datos y condiciones fundamentales de la
venta, tales como el nombre del comprador, piso, local, plaza de apar-
camiento o cuota objeto de transmisión; precio y forma de pago; y pos-
posición de la condición resolutoria en su caso ...» Se acompaña a la escri-
tura calificada, —en la que se establece que el precio ha sido recibido
por la vendedora con anterioridad— la autorización prevista en el poder
invocado.

2. Es principio básico de nuestro sistema registral el de la exigencia
de documentación pública para que los actos inscribibles recogidos en
el artículo 2 de la Ley Hipotecaria, puedan acceder al Registro de la Pro-
piedad (cfr. artículo 3 de la Ley Hipotecaria), como garantía de realidad
y exactitud, lo que en conjunción con la calificación por el Registrador
de su validez y eficacia (cfr. artículo 18 Ley Hipotecaria), justifica la fuerza
de los pronunciamientos registrales (cfr. artículos 1, 34, 37, 38, 41, 129
y ss. de la Ley Hipotecaria, etc.). Es obvio, por lo demás, que esa exigencia
de documentación pública ha de extenderse a todos los elementos esen-
ciales del concreto negocio realizado y especialmente, a las declaraciones
de voluntad de los otorgantes.

3. Sin entrar a debatir ahora si el poder invocado por el representante
del vendedor, es mero instrumento que legitima al primero, exclusivamente,
para la formalización en escritura pública de un contrato de compraventa
ya perfeccionado anteriormente, convirtiéndole en un simple portador de
una voluntad ajena, encargado de reiterarla ante el Notario, o si, dicho
poder implica algo más, en cuanto que la sola autorización exigida no
supone por sí sola el consentimiento del vendedor; es lo cierto que dicha
autorización pone de manifiesto, de modo inequívoco, que el apoderado
carece de facultades para decidir por sí solo y con plena eficacia la cele-
bración del contrato; la voluntad negocial ha de ser el resultado de la
actuación combinada del «dominus negotii» y del apoderado, correspon-
diendo, en el caso debatido, a aquél la elección del comprador y la fijación
de las condiciones esenciales de la compraventa.

4. Las consideraciones anteriores obligan a concluir que esta par-
ticipación del «dominus negotii», en cuanto integra necesariamente y de
manera tan decisiva la voluntad negocial de una de las partes del contrato,
ha de revestir la fehaciencia que le confiere su documentación pública
(cfr. artículos 1.280-5 del Código Civil y 3 de la Ley Hipotecaria), sin que
sea suficiente el mero documento privado con firmas legitimadas, por más
que así haya sido admitido por el poderdante, toda vez que se está inci-
diendo en una materia, cual la relativa a la organización y funcionamiento
del Registro de la Propiedad, de «ius cogens», sustraída, por tanto, a la
autonomía de la voluntad.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar el
auto apelado.

Madrid, 3 de marzo de 2000.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

6232 RESOLUCIÓN de 7 de marzo de 2000, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario de Madrid don José Luis
Crespo Romeu frente a la negativa del Registrador mer-
cantil III de la misma capital, don Jorge Salazar García,
a inscribir el régimen de prestaciones accesorias de una
sociedad de responsabilidad limitada.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Madrid don
José Luis Crespo Romeu frente a la negativa del Registrador mercantil
III de la misma capital, don Jorge Salazar García, a inscribir el régimen
de prestaciones accesorias de una sociedad de responsabilidad limitada.

Hechos

I

La Junta general universal de socios de «Automóviles la Ermita, Socie-
dad Limitada», celebrada el 4 de julio de 1997, adoptó por unanimidad

diversos acuerdos, entre ellos el cambio de denominación por la de «Au-
tomóviles Antonio Leyva, Sociedad Limitada», cambio de domicilio y adap-
tación y modificación de Estatutos, que fueron elevados a escritura pública
por la autorizada el mismo día por el Notario de Madrid don José Luis
Crespo Romeu. El artículo 6 de los nuevos Estatutos quedó con la siguiente
redacción: «Prestaciones accesorias. Aportaciones suplementarias. Todos
los socios tendrán la obligación de realizar prestaciones accesorias a la
sociedad en los términos establecidos en el presente artículo. 1. Exigi-
bilidad. Las prestaciones accesorias que nacen en virtud del contrato social,
serán exigibles previo acuerdo de la Junta general que determine su cuan-
tía, dentro de los límites que se dirán, y el plazo para su cumplimiento.
El acuerdo de la Junta requerirá la mayoría ordinaria a que se refiere
el artículo 53.1 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada.
2. Contenido de la prestación. Consistirá en realizar aportaciones suple-
mentarias a la de capital, como capital de explotación en sentido eco-
nómico, que no integrará ni alterará la cifra nominal de éste. Las apor-
taciones deberán realizarse en efectivo metálico. 3. Finalidad. La finalidad
de la prestación la constituye constituir un capital de maniobra para aten-
der a las necesidades de tesorería de modo coyuntural. 4. Determinación
de la prestación de cada socio. El importe que la Junta general acuerde
se distribuirá entre todas las participaciones sociales a prorrata de su
respectivo valor nominal. Cada socio deberá entregar a la sociedad la
suma de las cantidades que corresponda a las participaciones sociales
de que sea titular. El límite máximo a que asciende el importe de esta
prestación accesoria para cada socio es el que resulte de multiplicar por
cincuenta el valor nominal de las participaciones sociales de que sea titular.
5. Vigencia de la prestación accesoria. La obligación de realizar la pres-
tación accesoria es indefinida, mientras no se extinga la personalidad jurí-
dica de la sociedad. El reintegro parcial o total, por parte de la sociedad
respecto de las prestaciones efectuadas, no extingue la exigibilidad de
realizar nuevas prestaciones si así lo acuerda de nuevo la Junta general,
ya que el límite cuantitativo de la prestación a que alude el apartado
4 anterior es instantáneo y opera como cifra absoluta máxima, que en
un determinado momento deba haber aportado el socio, sumando todas
las cantidades no reintegradas por la sociedad en esa fecha. 6. Retri-
bución. Las prestaciones accesorias a que se refiere el presente artículo
no serán retribuidas por la sociedad mediante el pago de intereses ni
de ninguna otra retribución ni ventaja en el reparto de dividendos. Tampoco
alcanza a estas prestaciones la presunción de retribución por cesión de
capitales a precio de mercado, ya que su exigibilidad es accesoria de otra
obligación principal, la de aportación a capital social, que no puede ser
retribuida por virtud de lo dispuesto en los principios configuradores de
este tipo social. 7. Reintegro. Las cantidades entregadas a la sociedad
por los socios en cumplimiento de su obligación de prestación accesoria
deberán serles restituidas, previo acuerdo de la Junta general, con los
mismos requisitos que para acordar su exigibilidad, una vez que la tesorería
y liquidez en efectivo determine sobrante suficiente para ello y después
de cubiertas las previsiones de otros pagos a corto plazo a que estuviere
obligada la sociedad. Los reintegros podrán ser parciales. 8. Régimen.
Las prestaciones accesorias se regirán, en primer lugar, por los presentes
Estatutos y en lo no previsto en ellos por la Ley de Sociedades de Res-
ponsabilidad Limitada, en particular por el artículo 24».

II

Presentada copia de la referida escritura en el Registro Mercantil de
Madrid, se inscribió parcialmente de acuerdo con la siguiente nota: «El
Registrador mercantil que suscribe previo examen y calificación del docu-
mento precedente de conformidad con los artículos 18.2 del Código de
Comercio y 6 del Reglamento del Registro Mercantil, ha resuelto proceder
a su inscripción en el tomo 8.857, libro 0, folio 45, sección octava, hoja
M-142492, inscripción segunda. Observaciones e incidencias: No inscri-
biéndose el artículo 6 de los Estatutos sociales por contravenir los artículos
22.1 y 25.1 Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada; en virtud
de la solicitud de inscripción parcial suscrita por el presentante, don Rafael
Bermúdez Moreno, cuya firma legitima el Notario autorizante, que queda
archivada con el número 5.121 de su legajo correspondiente. En el plazo
de dos meses a contar de esta fecha se puede interponer recurso guber-
nativo de acuerdo con los artículos 66 y siguientes del Reglamento del
Registro Mercantil. Madrid, 7 de noviembre de 1997.—El Registrador.» Sigue
la firma.

III

El Notario autorizante de la escritura interpuso recurso gubernativo
frente a la negativa a inscribir el citado artículo de los Estatutos sociales,
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alegando al respecto: Que lo escueto de la nota impide saber cual de los
tres mandatos del artículo 22.1 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad
Limitada se infringe, al igual que no aclara a cual de los supuestos con-
templados en el artículo 25.1 de la misma Ley se refiere; que, en relación
con la exigencia de que se exprese el contenido concreto y determinado
en que la prestación consista, de ello no se deriva la necesidad de fijar
una cifra exacta de aportación y ello porque si así fuera invalidaría su
esencia misma, que es una previsión de los socios en el acto fundacional
para cubrir un evento futuro e incierto cuya cuantía se desconoce; que
entre las exigencias que la doctrina y el derecho comparado imponen
cabe mencionar el establecimiento de un límite máximo —tal como en
este caso se establece—, o, en su defecto, adecuados mecanismos de defensa
del socio, que pueden concretarse en el derecho de separación (artículo
95 de la Ley) y en la introducción de limitaciones a la devolución de
las mismas (artículo 6.7 de los Estatutos); que lo que la Ley exige es
que se determine si las prestaciones accesorias consisten en una obligación
de dar, hacer o no hacer, que es lo que la antigua Ley imponía al referirse
a modalidad; que exigir, por ejemplo, en el caso de una prestación accesoria
de prestar asistencia técnica, concreciones o determinaciones fuera de
su reseña genérica lo haría inviable, y lo mismo cabe decir de las con-
sistentes en exigir cantidades y fechas exactas «ab initio» para las dine-
rarias; que los dos requisitos del artículo 25.1 de la Ley se cumplen en
la modificación estatutaria en que las prestaciones accesorias se han intro-
ducido por cuanto se adoptó en Junta general universal, en cuyo orden
del día figuraba como uno de los puntos a tratar, y se tomó por unanimidad,
firmando el acta todos los socios.

IV

El Registrador decidió desestimar el recurso confirmando su califi-
cación con base en los siguientes fundamentos: Que la regulación de las
prestaciones accesorias en la vigente Ley de Sociedades de Responsabilidad
Limitada está presidida por tres principios básicos: Publicidad, especia-
lidad y consentimiento; que por el primero de ellos, el establecimiento
de una prestación accesoria debe constar inequívocamente en los Estatutos;
por el segundo, se requiere una determinación exacta de su contenido;
y por el tercero, el establecimiento de la prestación requiere el consen-
timiento individualizado de los obligados a ella con la excepción de la
regla general del artículo 43.2 de la Ley; que la cláusula estatutaria no
cumple en este caso los requisitos indicados pues aunque trate de enfocarse
desde el prisma de la distinción entre establecimiento y exigibilidad, en
realidad está atribuyendo la creación de la misma a un acuerdo de la
Junta por la mayoría del artículo 53.1 de la Ley; que dada la exigencia
del artículo 22.1 de la misma, la obligación de la prestación accesoria
no puede estimarse nacida sin una determinación estatutaria actual de
su contenido exacto y de su exigibilidad, siendo de recordar al respecto
la analogía con lo dispuesto en los artículos 9.h), de la Ley de Sociedades
Anónimas, 66 de la de Sociedades de Responsabilidad Limitada y 124
del Reglamento del Registro Mercantil en lo relativo a la retribución de
los Administradores, sin que parezca admisible, por el contrario, igual
aplicación de los artículos 42 y 153 de la Ley de Sociedades Anónimas;
que en lo relativo a la necesaria determinación de su contenido, el artículo
6 de los Estatutos tan solo señala el límite máximo de su montante eco-
nómico, pero no su contenido concreto como exige el artículo 22.1 de
la Ley; que la amplitud que pretende dar la norma estatutaria al acuerdo
de «exigibilidad» a adoptar por la Junta, dejando indeterminados extremos
tan esenciales como el «quantum» y el plazo de vencimiento de la obligación,
conculca la exigencia de determinación claramente establecida por la nor-
ma legal, aparte de que la limitación máxima excede de cualquier criterio
prudente y razonable al permitir exigir al socio nada menos que cincuenta
veces su aportación de capital; que no se respeta lo establecido por el
artículo 25 de la Ley de Sociedad de Responsabilidad Limitada, por un
lado, porque se prevé que el acuerdo de la Junta decidiendo la exigibilidad
pueda tomarse por mayoría simple, y por otro, porque se elimina el con-
sentimiento individualizado de los socios obligados por medio de la ficción
de su aparente consignación previa en los Estatutos, cuando lo que en
realidad se establece es una reserva general a favor de la Junta, superflua
por otra parte, pues la Junta es el único órgano social competente para
establecerla; que el consentimiento individual pueda haberse prestado por
los socios iniciales, pero en ningún caso puede afirmarse lo mismo de
los futuros a los que se priva de toda garantía legal; que éstos, no solo
ignoran si se les va a exigir o no el cumplimiento de la prestación y en
qué medida, sino que pueden verse personalmente obligados a cumplirla
a causa de un acuerdo adoptado con un quórum inferior al mínimo legal
previsto en el artículo 53.2 de la Ley de Sociedad de Responsabilidad
Limitada, y, lo que es peor, sin contar con su voluntad; que, sin discutir

la validez del carácter pecuniario de la prestación, lo cierto es que el
apartado 7 del artículo 6 de los Estatutos prevé el reintegro, incluso parcial,
de las cantidades aportadas en mérito del cumplimiento de la obligación,
con lo que el substrato jurídico de ésta es en realidad el del contrato
de préstamo, aunque sea gratuito, cuya restitución no puede quedar al
arbitrio de una de las partes cuando tenga por conveniente, sino que en
los Estatutos debería constar de forma específica y concreta la forma de
su reintegro, no solo por una exigencia puramente contractual, sino porque
es mención que también forma parte integrante del contenido de la pres-
tación (artículos 1.256 del Código Civil y 22 de la Ley de Sociedades de
Responsabilidad Limitada).

V

El recurrente apeló la anterior decisión del Registrador argumentando
frente a ella: Que la analogía de las prestaciones accesorias con el régimen
de retribución de los administradores es inexacta e incompleta: Lo primero,
porque pese la similar terminología, «concreto» y «concretamente» de los
artículos 22 y 66 de la Ley, la naturaleza de una y otra es totalmente
distinta, pues en la retribución hay un desplazamiento patrimonial de
la sociedad a favor de los administradores, mientras que en las prestaciones
accesorias es inverso, de los socios a la sociedad, y por tanto, en el primer
caso se afecta al patrimonio de la sociedad y repercute en los terceros,
en tanto que en el segundo no se perjudica, sino que se favorece a quien
contrate con la sociedad; y lo segundo, porque el artículo 66 remite a
la Junta general el fijar la retribución cuando no consista en una par-
ticipación en los beneficios, sin tope máximo ni mínimo; que la cuantía
máxima prevista para las prestaciones accesorias no es exagerada, sino
frecuente en el tráfico jurídico; y, finalmente, que confundir la prestación
accesoria dineraria con un préstamo es confundir el «dar» con el «hacer»,
resultando extraño que primero se pretenda equiparar la prestación acce-
soria a un contrato típico como es el préstamo, y después decir que le
falta un requisito básico para ser considerado como tal cual es la obligación
de devolver, cuando lo cierto es que la prestación accesoria tiene una
naturaleza jurídica propia como pacto social y estatutario, llamada a resol-
ver el problema de la necesidad de allegar fondos sin los inconvenientes
de aumentar la cifra de retención que supone el capital social, ni la obli-
gación de restitución que implica el préstamo, con la ventaja añadida de
incrementar el patrimonio de la sociedad condicionando su restitución.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 22.1, 24 y 25.1 de la Ley de Sociedades de Res-
ponsabilidad Limitada; 1.115, 1.256, 1.273, 1.447, 1.449 y 1.690 del Código
Civil, y la Resolución de 24 de junio de 1998.

1. Es cierto que lo escueto de la nota de calificación no permite,
como alega el recurrente, determinar con claridad cual o cuales sean los
concretos defectos que motivan el rechazo de la inscripción de la regla
estatutaria a que se refiere, aunque ya en el escrito de interposición del
recurso se abordan los que posteriormente, en la decisión del Registrador
y su apelación, quedan concretados. Se trata, en definitiva, de determinar
si el régimen previsto para las prestaciones accesorias se ajusta a las
exigencias legales.

Se establece en los Estatutos la obligación a cargo de todos los socios
de realizar las que denomina aportaciones suplementarias —figura esta
que nuestro ordenamiento, a diferencia de otros, no contempla de forma
autónoma— consistentes en aportaciones en metálico, distintas de las de
capital en el que no se integran, con el fin de crear un fondo o capital
de explotación en sentido económico. En la calificación recurrida no se
rechaza la posibilidad de establecer una prestación con ese contenido,
sino la falta de determinación a nivel de los Estatutos de la cuantía y
tiempo en que han de realizarse tales aportaciones, pues salvo su límite
máximo, que se fija en cincuenta veces el valor nominal de las partici-
paciones de que sea titular cada socio, se remite al acuerdo de la Junta,
adoptado por la mayoría simple prevista en el artículo 53.1 de la Ley
reguladora del tipo social, la concreción de aquellos extremos.

2. El artículo 22.1 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limi-
tada, tras permitir que en los Estatutos se establezcan, con carácter obli-
gatorio para todos o algunos de los socios, prestaciones accesorias distintas
de las aportaciones de capital, configurándolas así como obligaciones de
naturaleza societaria y carácter estatutario, exige que consten en los pro-
pios Estatutos los rasgos básicos de las mismas, y, en primer lugar, que
se exprese su «contenido concreto y determinado». Es una exigencia más
rigurosa que la que establecía el artículo 10 de la Ley anterior, referida
a la «modalidad» en que la prestación consistiese, y que la impuesta por
el artículo 9.l) de la Ley de Sociedades Anónimas, de expresar el contenido.
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De ello se deduce la necesidad de un especial rigor en la determinación
de ese contenido, del que son elementos esenciales el tiempo y cuantía
de las aportaciones a realizar. Y si bien no debe excluirse la posibilidad
de establecer una prestación de contenido determinable, será necesario
que se establezcan las bases o criterios que permitan hacerlo de suerte
que otorguen la debida claridad y seguridad a las relaciones entre los
interesados.

Ha de confirmarse, por tanto, el rechazo a la inscripción de la regla
contemplada pues aun cuando es en ella donde se establece la obligación,
a diferencia de lo que ocurría en el supuesto contemplado por la Resolución
de 24 de junio de 1998, el resultado es el mismo desde el momento que
se atribuye a una de las partes, la sociedad a través de un acuerdo ordinario
de su Junta general, la decisión sobre el quando y «quantum» de la pres-
tación a realizar, así como, en su caso, aunque este extremo no se plantea
expresamente, la procedencia, momento y cuantía de su devolución. Con
ello no solo se incumple la exigencia de concreción estatutaria de su con-
tenido que impone el artículo 22.1 de la Ley, sino que se atenta contra
los principios configuradores del tipo social, toda vez que: a) Dificulta
extraordinariamente la transmisibilidad de las participaciones sociales,
creando en definitiva una vinculación indefinida del socio con la sociedad
dada la necesidad de la autorización de ésta para trasmitir las partici-
paciones que lleven aneja la prestación (cfr. artículo 24 de la Ley) y la
persistencia de la obligación durante la vida de la sociedad —cuya duración
se ha pactado como indefinida—; b) infringe de modo indirecto, como
apunta el Registrador, el régimen que sobre creación, modificación y extin-
ción de tales prestaciones establece el artículo 25.1 al dejar aspectos esen-
ciales de tales extremos al arbitrio de un acuerdo ordinario de la Junta
general, sin necesidad del consentimiento individual de los afectados, y
sin que éstos tengan el recurso de ejercitar el derecho de separación.

3. Tal exigencia viene corroborada por el hecho de que las prestaciones
accesorias, aunque tengan naturaleza societaria, son obligaciones fruto
de una relación jurídica entre partes, la sociedad y los socios obligados,
lo que impone acudir supletoriamente al régimen general del derecho de
obligaciones en orden a su existencia y validez. Y al igual que ha de estarse
al artículo 1.088 del Código Civil a la hora de determinar qué pueda ser
objeto de la prestación, habrá que recurrir a sus artículos 1.271 y siguientes
a la hora de precisar sus requisitos, entre los que el artículo 1.273 exige
la determinación. Cierto que en esta misma norma se permite una inde-
terminación en la cuantía, pero siempre y cuando sea posible determinarla
en su momento sin necesidad de nuevo convenio entre las partes. Con
ello resultaría admisible no solo una absoluta y total concreción o deter-
minación inicial, sino una determinación primaria o mediata, pero en este
último caso se requiere que estén ya establecidos o señalados los criterios
con arreglo a los cuales tal determinación deberá producirse, criterios
que de igual suerte que excluyan la necesidad de nuevo convenio entre
las partes, con mayor razón impidan que esa determinación quede al arbi-
trio de una de ellas. Aparte de las reglas generales de los artículos 1.115
y 1.256 del mismo Código Civil, los supuestos concretos en que se admite
la concreción del objeto con criterios objetivos o a través del arbitrio de
un tercero —artículos 1.447 ó 1.690—, excluyen expresamente que se haga
por una de las partes —artículos 1.449 y 1.690 del mismo Código.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso confirmando
la nota y decisión del Registrador.

Madrid, 7 de marzo de 2000.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Sr. Registrador mercantil de Madrid número III.

6233 RESOLUCIÓN de 10 de marzo de 2000, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por don Antonio Vila Coll y otros, contra
la negativa del Registrador de la Propiedad de Canovelles,
don Pablo Guillermo Durán de la Colina, a inscribir una
escritura de subsanación de otra de protocolización de pro-
yecto de reparcelación, en virtud de apelación de los
recurrentes.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Antonio Vila Coll y
otros, contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Canovelles,
don Pablo Guillermo Durán de la Colina, a inscribir una escritura de sub-
sanación de otra de protocolización de proyecto de reparcelación, en virtud
de apelación de los recurrentes.

Hechos

I

Mediante escritura autorizada el 4 de marzo de 1994 por el Notario
de Granollers, don José Gómez Pascual, fue protocolizada la certificación
expedida por el Secretario del Ayuntamiento de Les Franqueses del Vallès,
relativa al proyecto de reparcelación de determinado polígono. En dicha
certificación se expresó que la finca número 2, compuesta de tres piezas
de terreno separadas entre sí, constituían una sola finca registral —la núme-
ro 1.004— perteneciente en cuanto al usufructo de una mitad indivisa
a doña Dolores Coll Giménez, y en cuanto a la nuda propiedad de dicha
mitad indivisa y el pleno dominio de la mitad indivisa restante, a los
hermanos don Miguel, don Antonio, doña María del Carmen, don Santiago
y doña Montserrat Vila Coll, por quintas e iguales partes indivisas. Sin
embargo, posteriormente, pudo comprobarse a raíz de unas alegaciones
presentadas por don Juan Vila Lamarca, que las tres piezas de terreno
que componen la aportada número 2 constituían tres fincas registrales
distintas: La pieza a), que es la inscrita como número 1.004, antes citada;
la pieza b), que es la inscrita como finca número 958, a nombre de don
Juan Vila Lamarca, y la pieza c), inscrita también a nombre de este último
como finca número 1.082. Se añade en dicha certificación que después
de diversas subsanaciones, se ha presentado nueva documentación ante
el Ayuntamiento que demuestra que las piezas b) y c) son también pro-
piedad de los herederos de don Miguel Vila Lamarca (en concreto, se expre-
sa que dichas piezas fueron segregadas como fincas independientes, agru-
padas y vendidas por don Juan Vila Lamarca a su hermano don Miguel
Vila Lamarca mediante escritura pública autorizada el 7 de enero de 1982),
por lo que, habiéndose dado audiencia en el expediente administrativo
a don Juan Vila Lamarca, se procede a modificar la titularidad, descripción
y cargas de la finca aportada número 2 y las adjudicaciones que de la
misma derivan. Todo ello según consta en la escritura de subsanación
de 19 de octubre de 1995, autorizada por el Notario referido.

II

Presentada la referida escritura de subsanación en el Registro de la
Propiedad de Canovelles, fue objeto de la siguiente calificación: «No prac-
ticada operación alguna en relación con el precedente documento toda
vez que, una vez inscrita la reparcelación del Plan Parcial del Sector Bella-
vista Nord, del término de Les Franqueses del Vallès, en virtud de la
escritura de 4 de marzo de 1994, subsanada por otras de 28 de junio,
28 de diciembre de 1994 y 2 de febrero de 1995, otorgadas todas ellas
ante el Notario de Granollers, don José Gómez Pascual, los asientos del
Registro producen todos sus efectos previstos en el artículo 1, párrafo
3.o, de la Ley Hipotecaria. Ello implica que la modificación del contenido
registral, en cuanto a los derechos inscritos, exige el consentimiento de
su titular o, en su caso, resolución judicial firme —artículo 82 de la Ley
Hipotecaria— sin que quepa atribuir al Ayuntamiento en cuanto órgano
actuante la facultad de modificar unilateralmente el contenido del Registro,
aun acudiendo al mecanismo de las operaciones jurídicas complementarias
previsto en el artículo 113.3 del Reglamento de Gestión Urbanística. Contra
esta calificación cabe interponer recurso gubernativo mediante escrito pre-
sentado ante el Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
en el plazo de cuatro meses, a contar desde su fecha, en la forma prevista
en los artículos 113 y siguientes del Reglamento Hipotecario. En Canovelles
a 4 de noviembre de 1996.—El Registrador.—Firma ilegible.»

III

Don Antonio Vila Coll y otros, interpusieron recurso gubernativo contra
la anterior calificación, y alegaron: Que se estima incorrecta la calificación
negativa de la escritura de subsanación del señor Registrador, quien ciñén-
dose al estricto contenido del artículo 1 de la Ley Hipotecaria, entiende
que no puede acceder al Registro dicha escritura sin contar con el con-
sentimiento de don Joan Vila Lamarca o, en su defecto, sin resolución
judicial firme, por los siguientes motivos: 1.o Que el contenido de la escri-
tura pública rechazada es la de una operación jurídica complementaria
prevista en el artículo 113, párrafo 3.o, del Reglamento de Gestión Urba-
nística, que puede y debe ser llevado a cabo por el propio Ayuntamiento.
2.o Que el cambio de la adjudicación inicial de la parcela E2, creando
dos parcelas E2-1 y E2-2, adjudicadas posteriormente a distintos propie-
tarios se realizó igualmente como consecuencia de una operación jurídica
complementaria. 3.o Que mantener a ultranza que el artículo 82 de la
Ley Hipotecaria exige el consentimiento del titular registral para cancelar
asientos de inscripción —o, en su defecto, resolución judicial firme—, lle-


